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ASOCIACIÓN DE JUBILADOS DE LA INDUSTRIA 
FRIGORIFICA Y AFINES 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 5 de mayo de 2004 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante José L. Blasina. 
MIEMBROS: Señores Representantes Schubert Gambetta y Gustavo Silveira. 


INVITADOS: Por la Asociación de Jubilados de la Industria Frigorífica y Afines. señores Alberto 
Garateguy, Secretario; Daniel Santesteban y Walter González. 


SEÑOR PRESIDENTE (Blasina).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a los señores Alberto Garateguy, Secretario de la Asociación de 
Jubilados de la Industria Frigorífica y Afines, Daniel Santesteban y Walter González. 


SEÑOR GARATEGUY.- Hace mucho tiempo que aspiramos a que el sistema político tomara debida 
cuenta del problema que aqueja a un conjunto de trabajadores de la industria frigorífica. A pesar de 
que una enorme cantidad de trabajadores se amparó en la Ley N” 15.783 -ley de destituidos, que dio 
lugar a otras normas-, no ha sido posible incluir a este conjunto de trabajadores, lo que pretendemos 
concretar definitivamente para que no haya compañeros de vieja data sufriendo penurias, sobre todo 
en el caso de aquellos que no han podido llegar a la edad jubilatoria y que tienen que vivir de changas, 
deteriorando así la posibilidad de alcanzar un retiro digno. 


Por otro lado, hubo compañeros con más de cuarenta años de actividad, con sesenta años cumplidos, que se 
jubilaron por la Ley N* 16.713, pero reciben una jubilación paupérrima que, por supuesto, no es digna. 


Queremos establecer las causas que dieron lugar a que infinidad de trabajadores de la industria frigorífica 
quedaran sin respaldo institucional, estatutario, reglamentario, etcétera, que proveyeron las leyes de creación 
de las cajas de compensaciones por desocupación en la industria frigorífica, que fundamentalmente atendían 
el trabajo zafral de esos trabajadores, pero también imponían reglas que de no cumplirse les quitaba el 
amparo. Nuestro trabajo apunta a generar condiciones de equidad entre todos estos trabajadores. 


Además, hemos podido comprobar a través de las leyes de amparo que se sucedieron a partir de la Ley 

N? 15.783, la falta de ecuanimidad en cuanto a la atención de los perjuicios ocasionados en el período 
dictatorial. Estas leyes fueron atendiendo la particular relación del trabajador con cada una de las empresas 
frigoríficas que hubieran cerrado, en la cual el trabajador hubiese sido perseguido o excluido de los cuadros 


de la empresa. Tenemos infinidad de documentación para probar lo que decimos; lamentablemente, pese a las 
expectativas hubo una confusión que no nos permitió venir preparados con toda la documentación que 
respaldara lo que queríamos expresar. 


Hay cuatro establecimientos frigoríficos que fueron “puestos en la picota” por obra y gracia del Decreto 

N* 281/79 que tenía que ver, fundamentalmente, con el financiamiento de sus operativas. Además, el decreto 
imponía condiciones por las que si querían seguir funcionando -eran exportadores- debían pagar al contado 
las haciendas o bien contar con un respaldo patrimonial. Uno de estos frigoríficos era EFCSA, que no era 
simplemente un establecimiento, sino una empresa que poseía en Montevideo dos plantas: el Frigorífico 
Artigas, donde funcionaba el viejo frigorífico Armour, y el frigorífico Victoria, que antes fue el frigorífico 
Castro. EFCSA privilegió el funcionamiento de una de estas plantas, mientras que a la otra correspondió un 
carácter meramente accesorio. 


Los otros frigoríficos involucrados fueron el Melilla, el Fray Bentos y el COMARGEN. La aplicación del 
Decreto N* 281 determinó prácticamente el cierre de estos establecimientos ante la imposibilidad de 
continuar funcionando y llevó a que a los trabajadores se les aplicara el Decreto N* 436 de 1979. Esta norma 
establecía un subsidio indemnizatorio durante doce meses, sin la posibilidad de reclamar despido, aguinaldos 
ni ningún otro derecho previsto en las leyes vigentes. En el caso de que estos trabajadores fueran convocados 
a trabajar en las empresas de las cuales dependían o bien que hubiera una situación de trabajo en la propia 
industria, deberían presentarse cuando fueran llamados, so pena de perder ese subsidio por un año. 


La otra posibilidad era que estos trabajadores optaran por el despido normal, es decir, por los tres o seis 
meses de indemnización, y quedaran desvinculados de la industria. 


Por otra parte, la Ley N” 10.562 de 1944 tenía que ver con lo que mal se llamó la Caja de Montevideo, 
cuando en definitiva fue la matriz de la creación de la otra caja vinculada a los frigoríficos del interior, a 
través de la Ley_N* 13.552 en 1966. En este caso, si los trabajadores optaban por lo que se llamaba el seguro 
de desocupación, eran advertidos de que se les podría seguir dando las prestaciones hasta el 31 de mayo de 
1980. 


Quiere decir que a estos trabajadores no les quedaba otra salida: perdían el estatuto o bien quedaban, como 
pasó ya prácticamente en 1981, sin el servicio de los seguros de desocupación para el trabajo zafral. 


Hubo soluciones disímiles. Por ejemplo, en el caso del Frigorífico Fray Bentos se aplicó el Decreto Ley 

N* 518 de 19 de agosto de 1988 a partir del momento en que se promulgó, sin tenerse en cuenta la Ley 

N? 15.783. Por lo tanto, todos aquellos trabajadores que hubieran estado registrados a partir de 1980 tenían 
derecho a ampararse en ese registro. En el caso de los trabajadores de EFCSA, una segunda ley interpretativa 
-la primera fue la Ley_N* 16.194 de 1991- reconoce sus derechos desde la fecha de creación de la Ley 

N? 15.783. Por su parte, el Frigorífico Melilla era heredero del Frigorífico Sudamericano. Cuando cerró el 
Sudamericano, el Estado, en la medida en que se conformaba una sociedad con el Frigorífico Melilla, hizo 
que los créditos que tenía la empresa con los trabajadores se transformaran en acciones. Todavía están 
peleando porque se supone que existen depósitos en el Banco de la República para atender esta situación; eso 
lo podrán hacer en la medida en que haya una segunda instancia para aclarar este tema. 


El 11 de octubre de 1994 el Parlamento aprobó una ley de amparo por indemnización por cese, a la luz 
también del Decreto N* 436 de 1979, pero fue vetada por el Poder Ejecutivo en función de determinados 
criterios. Por otro lado, se debía considerar a quién le correspondía pagar esa indemnización, si existían los 
recursos, y de ser así, dónde estaban. 


Estos trabajadores que solicitaron los servicios de un abogado no tuvieron suerte porque no existía ninguna 
ley que los amparara con nombre propio. 


Por otra parte, a finales de la década del sesenta se llevó a cabo una huelga, motivada por la pérdida de los 
beneficios que en determinado momento tuvieron los trabajadores de la carne. De esa huelga no solo 
participaron los trabajadores vinculados a la caja de Montevideo, sino también los del interior. En una 
primera instancia, se intentó despedir a los trabajadores que se plegaron a la huelga, pero como las cajas de 
compensaciones tenían potestades para determinar si el despido era justo o no aunque no podían imponer a la 
empresa la permanencia de un trabajador, los ampararon para que no perdieran sus derechos. Entonces, estos 
trabajadores quedaron a la espera de alguna solución al problema de la desocupación que estaba presente. 


Esta surge más adelante, pero en el marco del trabajo zafral, no trajo otra cosa que perjuicios para los 
trabajadores, que debían ser llamados por las cajas y amparados bajo por un reglamento. Esto no fue así, y 
terminan siendo digitados por lo que se llamó Servicio Nacional de Empleo, creado por la Ley N? 14.312 del 
10 de diciembre de 1974. A partir de ahí se dio la intervención de las Cajas. Es de destacar que los dos 
interventores, tanto el de la Caja de Montevideo como el de la del interior, eran militares. Hago esta 
aclaración porque de pronto son aspectos a tener en cuenta porque, en definitiva, un militar debe responder a 
los lineamientos que se le indican por parte de sus superiores; no es un hombre libre. Pero además, esta 
persona sustituye al consejo de las cajas que tenía una representación tripartita, y que estaba conformado por 
la patronal, por el Estado y por los trabajadores. En dichos consejos este tipo de cosas se podían discutir y 
buscar soluciones, por supuesto, aceptando las decisiones de la mayoría. 


Por tanto, lo que pretende ser un reacomodamiento de trabajadores sin actividad en un trabajo zafral, crea una 
gran distorsión. Digo esto porque detrás había trabajadores categorizados, con antigúedad y con una serie de 
respaldos que tenían necesidad de trabajar pero tuvieron muchos problemas. Tal es el caso de tantos 
compañeros que participaron de la huelga del año 1969, y que se dispuso que fueran convocados. Sin duda, si 
bien parecía una solución armoniosa, en realidad los trabajadores eran designados en forma autoritaria y no 
podían defender aspectos que eran fundamentales para el respaldo laboral. Se les citaba para que realizaran el 
trabajo por el cual eran titulares y se los designaba a la sección correspondiente, pero la empresa se atribuía el 
derecho de otorgarles más o menos jornales. Por ello, buena parte de los trabajadores continuaron con la 
persecución arriba de sus hombros, ya que se le daban dos, tres o cuatro jornales por quincena hasta cubrir las 
horas que debía pagarles la caja de compensaciones -a veces ni siquiera eso-, lo cual los desalentaba. Si 
actualmente no podemos vivir si no trabajamos veinticinco jornales, menos podían en aquellos tiempos 
resolver los problemas que se suscitaban en sus propias casas. La situación planteada tuvo sus 
particularidades e involucró a algunos trabajadores, como el caso que estamos señalando, vinculado al 
Frigorífico Carrasco. 


Por otra parte, también se dieron ciertas problemáticas con el Frigorífico COMARGEN, que quedaron 
pendientes. La historia de COMARGEN también tiene sus particularidades, porque el dueño del frigorífico 
fue presionado por el Poder Ejecutivo de la época para que pagara los aportes a la seguridad social, por lo 
que tuvo que retirarse del país. Luego volvió y pagó el despido a algunos de los trabajadores, pero se creó 
una gran distorsión desde el punto de vista laboral. 


Como dije anteriormente, la Ley N” 14.312 no trajo soluciones, pero esta se alcanzó -tal como consta en la 
carpeta que distribuimos entre los señores Diputados de la Comisión- con la creación del Acto N? 9, ya que 
su artículo 18 establece la disolución de las cajas de compensaciones de la industria frigorífica. 


Nosotros pensamos que si bien no hubo persecución política o ideológica, se dio una mera arbitrariedad -lo 
cual está referido en la Ley N* 15.183-, porque a estos trabajadores se les quitó el estatuto constituido a través 
de su historia de trabajo. Nos estamos refiriendo a trabajadores que en el año 1980 deberían tener, por lo 
menos, diez años de antigiiedad en la industria. 


Por otro lado, se encontraban los trabajadores de carga y descarga. Al respecto, en el año 1968 se comenzó a 
poner atención a los servicios que prestaban los recolectores de pandilla para los frigoríficos del interior; en 
los frigoríficos de Montevideo o Fray Bentos esta actividad era realizada por sus propios trabajadores. 
Posteriormente, a través de la Ley N* 13.912 del año 1970, los recolectores de pandilla son obligados a 
conformarse en empresa. Por lo tanto, todo ese listado de trabajadores que ven en la carpeta debían responder 
a esas empresas tercerizadas, para ser atendidos por la caja de compensaciones frigorífica del interior con 
todos los derechos, menos el de representar a los trabajadores de la industria en el Consejo de caja, lo cual 
figura en la documentación que entregamos. Estos trabajadores fueron la Cenicienta de la industria 
frigorífica, ya que fueron perjudicados. 


La documentación que entregamos a cada uno de los señores Diputados y que esta contenida en esa carpeta, 
fue reunida durante mucho tiempo y significó un costo económico, y pretendimos que todos los partidos 
políticos representados en este Parlamento la recibieran. Y en setiembre del año pasado se envió toda esta 
documentación, por lo que actualmente, todos los partidos políticos, hasta el Partido Independiente, de 
reciente conformación, cuentan con ella. En dicha carpeta también se incluyó una serie de propuestas para 
que los señores Diputados, que sabemos que no disponen de mucho tiempo, tuvieran una guía. Tuvimos que 
extendernos y realizar toda esta serie de consideraciones previas para hacernos entender de una vez por todas. 


Quienes hoy hemos podido obtener cierto respaldo no queremos sentirnos mal por ser privilegiados dentro de 
una situación que vivió un conjunto importante de trabajadores, como consecuencia de resoluciones disímiles 
o soluciones que no abarcaron a todos. 


Creo que existen fundamentos desde el punto de vista de la lógica, de la equidad y de la justicia para todos. 
También consideramos que existen elementos que están atados a ese tipo de discriminación que se produjo 
sin que hubiera voluntad para ello. En realidad, se fueron dando soluciones particulares y no de tono general 
pero, en definitiva, el marco global de los trabajadores de la industria tiene que ver con aquellos que estaban 
afiliados a las cajas de compensaciones. En el camino también quedaron compañeros mensuales, que no 
fueron atendidos cuando fueron a reclamar al Banco de Previsión Social su amparo, de acuerdo con la ley. 
Cuando se elabora una ley y su texto no es demasiado claro, nítido, comienzan a jugar expresiones como “si 
fue cesado” o “si hizo abandono”, pero acá se trata de empleados que permanentemente eran acosados por un 
jerarca para obligarlos a irse. 


Tenemos el caso de un compañero que trabajaba en el Frigorífico Castro -ex Frigorífico Victoria- que tuvo 
que jubilarse anticipadamente -hoy es tesorero de nuestra Asociación, ¡y vaya si sufre viendo la plata que 
pasa por nuestra agrupación!-, y que por el año 1995 tuvo que ganarse una jubilación por incapacidad debido 
a una severa lesión de hernia que tuvo en los años setenta porque no pudo entrar en esas soluciones que 
obtuvo la inmensa mayoría de los trabajadores de EFCSA -ex Frigorífico Artigas- y del Frigorífico Victoria. 


Estos casos también están reseñados en la carpeta que dejamos a la Comisión. A su vez, queremos hacer 
entrega de otros tres casos: uno es del señor Carlos Hernández, del Frigorífico Nacional, y de dos 
trabajadores de la estiba. 


En definitiva, señalo que existen causas, consecuencias y restricciones respecto al amparo general que 
debería otorgarse a estos trabajadores. 


En cuanto al proyecto de ley, se trata de una propuesta que nosotros queríamos hacer a los señores Diputados. 
Todos esos elementos que mencionamos, ejes del asunto que queremos amparar, se incluyen en la iniciativa. 
No se estableció la inclusión de los mensuales y de las situaciones muy particulares porque entendimos que 
lo podrían resolver los propios legisladores a la hora de elaborar la ley. 


Esta es la primera vez, después de elaborado este trabajo, que conseguimos ser recibidos en una Comisión, 
aunque debo decir que ya lo habíamos hecho cuando veíamos la desesperación de nuestros compañeros, que 
golpeaban los mostradores y en ninguno les atendían. 


No vamos a pedir a los señores Diputados que lean de cabo a rabo la carpeta que entregamos porque sabemos 
que los tiempos limitados pueden hacer que resulte un mamotreto. Tampoco vamos a pedir que confíen en 
nuestra palabra ni nada por el estilo, pero tenemos razones fundadas y podemos aportar más elementos a 
efectos de que esto se transforme en una solución definitiva. Reitero que se trata de trabajadores que a partir 
de los años setenta sufrieron todas las alternativas que de alguna forma también sufría la industria frigorífica, 
y que algunos tuvieron la posibilidad de recibir cierto amparo, que se diluyó diez años después. En esto nadie 
se puede confundir: no es lo mismo un seguro de paro nacional que paga por meses no trabajados, que el 
seguro de paro zafral que compensa horas no trabajadas, que además tiene a los individuos categorizados, es 
decir, que una persona podría estar en una bolsa de trabajo a la espera de ser convocado por cualquier 
empresa o podría estar directamente relacionado con una empresa, que tendría obligación de convocarlo 
llegado el momento y no colgarlo por una resolución adoptada por persecución gremial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto al tema planteado, en función del proyecto de ley presentado 
que está en la órbita de esta Comisión, debo decir que hemos recibido a una delegación integrada, 
entre otras personas, por el señor López. Ante esto la Comisión decidió solicitar un informe al Banco 
de Previsión Social, que fue respondido recientemente indicándonos que los datos de quienes 
constituían las plantillas de las ex Cajas de Compensaciones -más allá de que existe alguna 
documentación en el Banco de Previsión Social- los puede tener la Inspección General del Trabajo y de 
la Seguridad Social. Nosotros, a través de la Secretaría, remitiremos a dicha Inspección las 
conclusiones del informe del Banco de Previsión Social. 


Estamos a la espera del informe de la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social. De todas 
formas, quiero agregar que el informe del Banco de Previsión Social también estará a disposición de los 
visitantes y que nosotros vamos a prestar atención al contenido de la carpeta que nos acaban de entregar. 


SEÑOR SILVEIRA.- Después de escuchar la meditada e ilustrativa exposición que realizaron quiero 
decir que de ella se desprende y se desnuda el enorme esfuerzo que realizaron para compilar y estudiar 
toda esta problemática 


Cuando los grupos humanos emprenden ese tipo de tareas titánicas para recopilar información desperdigada 
siempre existe una llama de esperanza y de expectativa que nos mueve, nos empuja y nos lleva hacia 
adelante. Por lo tanto, hoy demuestran que esta es una actitud seria, responsable y comprometida. 


Yo soy Representante por el Partido Colorado, pero más allá de eso siento la obligación de hablar con 
absoluta franqueza, porque la esperanza que ustedes tienen es algo que el ser humano tiene que respetar en 
los demás y en uno mismo, pues es una de las mejores cosas que puede tener en su vida. 


Frente al planteamiento realizado, para que fructifique creo que los visitantes deberían contratar a un abogado 
para que los asesorara. Digo esto porque en esto veo un primer obstáculo, que lo quiero transmitir por el 
respeto que su actitud seria me merece. 


El amparo que se da a los trabajadores que estaban registrados en las Cajas de Compensación es a través de la 
Ley N* 15.783, que brinda dos posibilidades: reintegrarse o jubilarse. La posibilidad de reintegrarse no es 
posible porque la actividad ya no existe, por lo que queda la opción de jubilarse con el equivalente al 125% 
de todas las asignaciones computables correspondientes al cargo del que eran titulares. 


Este proyecto de ley, al plantear conferir ese derecho, está haciendo uso de una iniciativa que la Constitución 
de la República -segundo inciso del artículo 86- atribuye exclusivamente al Poder Ejecutivo. Por este motivo, 
hasta el día de hoy ningún señor legislador -¡si habrán lustrado mostradores los visitantes intentando de ser 
escuchados- ha presentado un proyecto en ese sentido, y si lo hizo está archivado en un cajón por 
inconstitucional porque, reitero, se requiere la iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Esto lo quiero decir enfáticamente porque creo que el trabajo que han realizado deben orientarlo a recorrer el 
mostrador adecuado e indicado, el que tiene la llave de la iniciativa en materia de cómputos, beneficios y 
causales jubilatorias, que es el Poder Ejecutivo. Por otro lado, para este año se aplica el artículo 229 de la 
Constitución de la República, que prohíbe al Poder Ejecutivo y al Parlamento aprobar aumentos de gastos; 
esto rige hasta noviembre de 2004, pero no olvidemos que en setiembre comienza el receso parlamentario. A 
mi juicio, esto implicaría un aumento del gasto. 


Digo esto por el respeto que me merece la conducta de los visitantes, que demostraron que han trabajado en 
serio en este tema. Y para que la expectativa sea cierta y firme, quiero expresar cuáles son los obstáculos que 
veo en el camino y que entiendo que el camino a recorrer es el de preparar las baterías para hablar con el 
actual Poder Ejecutivo -el Mensaje puede venir-, pero sabiendo que sería muy difícil que este año se aprobara 
una modificación de este tipo, aunque existiese esa iniciativa. Quizás el Poder Ejecutivo encuentre la manera 
de hacerlo, compensando o equilibrando los egresos que generaría esta situación. 


Estas son las dos consideraciones jurídicas que quería mencionar, a los efectos de delinear la estrategia 
adecuada e inteligente para cristalizar este reclamo y alcanzar el objetivo. 


SEÑOR GARATEGUY.- En primer lugar, a propósito de la delegación que vino anteriormente, debo 
aclarar que tenemos conocimiento de la forma en que se abordó ese tema y declaramos que adolece de 
alcance. Se define que los casos de los afiliados a la Caja de Montevideo han resultado todos 
solucionados, pero esto no es así. En ese sentido estamos en una situación de desfase. 


En segundo término, no se trata simplemente del artículo 18 y de la aplicación del 125% de lo que en 
definitiva resultaba del promedio de determinada fecha -28 de febrero, o cuando se creó la Ley N* 15.783, 0 a 
marzo de 1985-, sino del artículo 35 del Capítulo cuarto, Disposiciones Generales de la Ley N* 15.783, que 
en sus literales C) y E) refiere a dos situaciones: la de los servicios de la estiba y la de la industria textil, de 


CAITEX, de la Comisión Administradora. ¡Vaya si hubo una solución establecida en este artículo para 
personas jurídicas no estatales! En ese sentido hago la asimilación de una cosa con otra. 


En tercer lugar, en cuanto a la intervención de un abogado, debemos decir que este no es un problema de 
teoría jurídica. Por eso, los primeros días de setiembre distribuimos este trabajo a todos los partidos políticos. 
No lo quise marcar acá, debido al poco tiempo que tenemos y además porque estoy en una Comisión con 
pluralidad y representatividad. Sé lo dificultoso que es leer toda esa documentación, pero allí se establece que 
lo que pretendemos es sortear el tema del aspecto constitucional que marca la iniciativa del Poder Ejecutivo 
en un determinado caso. 


Cuando tuve la ocasión de estar en Lezica con los trabajadores del Frigorífico de Melilla, marqué este tema 
hasta con cierta ironía, porque el dolor era grande. Recojo las expresiones del Señor Diputado Silveira; sé de 
la honestidad con que las volcó y el sentido que quiso darle, pero uno siente que golpea puertas y no se abren 
-respetando el sistema institucional y sobre todo al partido de Gobierno-, para que en definitiva haya quien le 
diga al Presidente: “Bueno este tema sería de justicia”. De lo que se trata es de lograr la voluntad política. Es 
un tema que no salió hoy; saldrá mañana. Hoy por hoy la mayor parte de los compañeros con los que 
tenemos oportunidad de hablar tienen claro eso. Tal vez este año se abra una mano generosa que no se abrió 
anteriormente. Pero lo dudo, porque conozco los plazos constitucionales. Mi esperanza es que esta Comisión 
sea caja de resonancia para que por lo menos en la interna de cada partido se llame la atención, ya que no se 
nos atendió. Tengo en mi poder una comunicación del Partido Nacional -que fue la única que recibí- 
manifestando que la documentación fue puesta en conocimiento del Directorio del Partido Nacional con 
fecha 22 del corriente. Del Partido Colorado tuve respuesta a través de llamados. En el caso del Frente 
Amplio, la comunicación se detuvo por ciertas razones. En definitiva, quien tiene el poder de la iniciativa 
tiene la sartén por el mango. ¿Saben que el Secretario del Senador Hierro López tiene esta documentación 
desde mayo o junio del año pasado? Además, se iba a pedir asesoramiento a Amorín Supparo, quien 
aparentemente es muy versado en temas de seguridad social. 


Yo soy cuidadoso en este tema; vengo al Parlamento con todo el respeto que me merece la investidura y no 
hago cuestiones de chicanas políticas, pero la realidad es esa. No es un problema de abogados. Acepto la 
buena intención del señor Diputado Silveira, pero no es un problema de abogado. Lo que estamos buscando 
es voluntad política. Hoy veremos qué camino podemos alcanzar en esta etapa, frenados por la Constitución. 
Quizás, alguna modificación circunstancial habilita esto. Durante el tiempo anterior a conformar y repartir 
este trabajo nosotros escuchamos permanentemente. Pero se dijo: “Sí, pero cuando se hace una propuesta de 
ley para amparar esto y lo otro hay que decir cuánto sale y cuántos son”. Este tipo de cosas fueron las que nos 
pusieron cuidadosos en el manejo de este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hoy hice alusión a otra delegación que nos visitó no por casualidad, sino 
porque esa visita la coordinamos en función de un proyecto de minuta de comunicación presentado por 
varios legisladores y que llegó a esta Comisión. Fue en esa circunstancia que recibimos esa delegación. 


Lo que ustedes manifestaron formalmente en la Comisión -esto ya lo habíamos conversado antes- enfoca el 
mismo planteo a través de aspectos que no coinciden totalmente con lo que manifestó la delegación que nos 
visitó anteriormente. 


SEÑOR GARATEGUY.- Creí que se estaba refiriendo a la delegación que concurrió el año pasado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, a esa me estaba refiriendo. Decía que puede haber algún matiz entre uno y 
otro planteo. Lo que quiero que quede claro es que en todo caso la Comisión está trabajando en 
función de una única iniciativa presentada en el Parlamento que fue esa minuta de comunicación a la 
cual hago alusión. 


La segunda puntualización que quiero hacer es que la Comisión tiene sus tiempos así como también los 
organismos a los cuales se les requiere información tienen los suyos. A veces las cosas no transcurren con la 
celeridad que quisiéramos. El informe solicitado al Banco de Previsión Social demoró bastante tiempo; 
esperemos que no suceda lo mismo con el informe pendiente de la Inspección General del Trabajo. Estamos 
supeditados a esa circunstancia. 


Quería hacer estas apreciaciones porque vamos a enviarles el informe recibido del Banco de Previsión Social 
y haremos lo mismo con el de la Inspección General del Trabajo, sin perjuicio de estudiar la carpeta que nos 
dejaron y de seguir considerando el tema, además de permanecer en contacto con ustedes toda vez que 
ustedes o nosotros lo consideremos pertinente. 


SEÑOR SANTESTEBAN.- En la nómina de compañeros figuran cincuenta y una personas, inclusive 
conmigo que soy del Frigorífico Carrasco. Algunos ya murieron. En la otra nómina de carga y 
descarga también hay menos. Estábamos hablando con mi compañero para hacer una nómina de las 
personas que ya no están. Si estos plazos se alargan cada vez vamos a quedar menos. Para un 
frigorífico cincuenta personas es muy poco; en un principio eran cinco veces más. Se nos va la vida; lo 
que tenemos es la vida, no tenemos la ley y hay muchos compañeros que están mal económicamente y 
algunos no tienen una jubilación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso lo tenemos claro y no solo sucede en esta situación. 


Agradecemos la visita y de alguna manera vamos a seguir en contacto. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


